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Ciento dieciséis.

Santiago, diecisiete de agosto de dos mil dieciséis.


Vistos y teniendo presente:


Primero: Que a fs. 2 comparece don  Joaquín Cruz Sanfiel, en representación de Abastible S.A. quien deduce reclamación de ilegalidad en contra de la Resolución Exenta Nº 11.771 de 30 de diciembre de 2015 que rechazó el recurso de reposición que hubiera dirigido en contra de la Resolución Exenta Nº 2565 de 3 de febrero de 2014, manteniendo la multa de 14.000 UTM por infracción al Decreto Supremo Nº 132 de 1979 que establece normas sobre calidad de los combustibles.


Como fundamentos del reclamo señala en primer término que los informes de fiscalización previos a la formulación de cargos, fueron insuficientes, desde el momento que no permiten comprender a cabalidad los cargos que posteriormente se formularon, lo que afecta el debido proceso. Refiere que se realizaron 3 fiscalizaciones en abril de 2013, y lo que se revisaron fueron facturas, guías de despacho y contrato, no existiendo mención alguna a certificados o registros de análisis de las partidas de embarques de gas licuado, ni mayores antecedentes, lo que a su juicio resulta insuficiente para la formulación de cargos. Por lo tanto se trata de una fiscalización defectuosa que vulnera el debido proceso al basarse en ellos para la formulación de cargos.


Agrega que la formulación de cargos fue incompleta e imprecisa, no permitiendo conocer la conducta infractora, afectando el debido proceso. Al efecto indica que se infringen disposiciones de la Ley N° 18.410 (artículo 17) y Decreto Supremo N° 119 (Artículo 14) que establece el contenido de la formulación de cargos, debiendo expresar la enunciación precisa y clara de los hechos constitutivos de las infracciones.

Indica por otro lado que la reclamada no ejerció su facultad fiscalizadora, al no pedir informes técnicos que permitan acreditar los cargos, careciendo el procedimiento administrativo de prueba suficiente para tener por probados por cargos, como estudios, informes técnicos, análisis de laboratorio, etc.  Indica que si bien es una facultad, ésta no la ejerció, lo que no se condice con la envergadura de la sanción.


En cuanto al procedimiento administrativo, expresa que no se tramitó conforme a los plazos de la Ley N° 19.880, vulnerándose los principios del artículo 3° de la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado.


Expresa que la resolución impugnada sanciona por hechos que no fueron objeto de la formulación de cargos, por cuanto ésta se hizo porque la reclamante no contaba con registros de la calidad del gas licuado de petróleo, y, por su parte, la resolución impugnada indica que no existen registros de ensayos o estos resultan incompletos, reconociendo entonces que cuenta con certificados de análisis.

Sostiene  que ha cumplido a cabalidad con su obligación de realizar un control permanente de la calidad de los combustibles y cuenta con los respectivos certificados.

Afirma que el artículo 4º del Decreto Supremo Nº 132 que sostiene la sanción, no establece la forma de cumplir con el control permanente de la calidad del combustible, sino que ello se realiza en el Oficio Circular 3280 de SEC, por lo que se ha sancionado por infringir supuestamente una circular y no una ley, vulnerando el principio de  tipicidad. 

En cuanto a la sanción aplicada, indica que no se calificó de gravísima, grave o leve, conforme lo dispone el artículo 15 Ley Nº 18.410, no siendo una infracción gravísima ni grave conforme a ese precepto, ni tampoco se consideraron las circunstancias atenuantes del art 16 de la mencionada ley.

Finaliza solicitando se acoja el reclamo y se deje sin efecto la multa, o en subsidio, se rebaje a 100 UTM o la suma que el tribunal determine. 


Segundo: Que a fs 49 informa el Sr. Superintendente de Electricidad y Combustibles, quien evacúa el trámite pidiendo el rechazo del recurso. 


Señala que con el objeto de verificar el proceso de control de la calidad del gas licuado que comercializa y distribuye Abastible, profesionales de la Superintendencia de Electricidad y Combustible concurrieron a sus instalaciones a fin de realizar fiscalizaciones en las que se verificaron que existía contravención a la obligación de tener un control permanente de la calidad de los combustibles, conforme lo disponen en los artículos 4º; 1º, 8º y 9º del Decreto Supremo Nº 132, formulando los siguientes cargos: 

a) Contaba con un laboratorio de ensayos para analizar gas licuado de petróleo no habilitado para la verificación del total de los parámetros de análisis exigidos en las norma chilena Nº 72 y Nº 2115; y, 

b) No contaba con registros sobre el cumplimiento de la calidad de gas licuado de petróleo comercializado como combustible doméstico, industrial y comercial; calidad de gas licuado de petróleo comercializado como combustible automotriz; y calidad de gas licuado de petróleo para uso doméstico, industrial, comercial y automotriz distribuido y expendido en la Región Metropolitana. 

Agrega que en sus descargos la reclamante señaló que contaba con un laboratorio habilitado para ensayos de análisis de gas licuado de petróleo, siendo que los únicos ensayos que no se realizan, se verifican con los certificados entregados por los proveedores, indicando que se preocupan de la calidad del producto comercializado, apegándose a la reglamentación vigente y contando con personal idóneo. 

Indica que fue por la insuficiencia de lo señalado en los descargos y teniendo presente que se acreditó dentro de proceso que la reclamante había incumplido con su obligación del artículo 4º del Decreto Supremo Nº 132, puesto que no realiza un control permanente de los combustible que distribuye y comercializa; e incumplió con la obligación de los artículos 8 y 9 del mismo Decreto Supremo, ya que el control de calidad que realiza es insuficiente para asegurar que el producto que distribuye y expende como gas licuado de petróleo doméstico, industrial, comercial, y para uso automotriz cumpla con las especificaciones y tolerancias establecidas en las normas técnicas; incurriendo en una falta reprochada en forma reiterada y persistente a lo menos entre enero de 2012 a julio de 2013 que afecta a todo el gas licuado de petróleo distribuido y expendido en ese período, de modo que se decidió conformar los cargos.

En cuanto al reclamo de ilegalidad, señala que tanto los informes de inspección como el oficio de cargo contiene los hechos constatados y que constituyen la infracción, así como una descripción detallada de las irregularidades constatadas, por lo que procede rechazar este argumento. 

En cuanto a la facultad de disponer estudios, informes técnicos, análisis de laboratorio, etc., refiere que es la empresa quien al evacuar sus descargos puede solicitar un término probatorio y rendir prueba al efecto y solicitarlas con el objeto de desvirtuar los cargos, debiendo acompañar todos los antecedentes pertinentes, lo que no ocurrió en la especie ya que luego de notificada procede a contestarlos, sin pedir tampoco diligencia alguna, de modo que no puede pretender una insuficiencia de prueba.

Expresa que el cargo dice relación con la falta de control permanente de la calidad de los combustibles, y la forma de desvirtuarlo es precisamente contando con toda la información a disposición de la reclamada para que pueda ser verificado por personal técnico de la misma. De modo que al no existir registros o ser estos incompletos, no permite avalar la calidad del combustible. Con todo, no hay vicio de ilegalidad en el proceder de la SEC.

En relación a los plazos de tramitación, refiere que el procedimiento se fue desarrollando conforme a las capacidades y posibilidades del Servicio, analizando todos los antecedentes recabados. En este sentido, indica que se realizaron diligencias útiles que contribuyeron a la mejor resolución del proceso, como la solicitud de un plan de acción sobre la mantención de un control permanente. Refiere que Abastible presentó el plan de acción, el que fue fiscalizado en enero de 2015 constatando que existía incumplimiento en la información de calidad entregada por los proveedores, la que estaba incompleta, tampoco se pudo verificar la calidad del producto, de modo que el control de calidad era deficiente y no permanente. Por eso, todas las diligencias realizadas fueron confirmando la convicción del SEC, de modo que la duración del procedimiento estuvo precedida de suficiente razonabilidad.

En relación a que la resolución impugnada lo sanciona por un hecho que no fue motivo del cargo, indica que ello no es efectivo, por cuanto el reproche realizado dijo relación con la falta de control permanente de la calidad del combustible, este no es suficiente. Hace presente que en la reposición acompañó documentos que daban cuenta del registro de calidad y de las mediciones, los que fueron debidamente analizados en todas las carpetas acompañadas como anexos, concluyendo que se trataban de antecedentes incompletos, por cuanto los certificados de análisis de sus proveedores nacionales y extranjeros carecen de información que den cuenta de todos los parámetros y tolerancias exigidas en la normativa vigente, según lo expresa en la resolución impugnada.

Hace presente que el acto que impone la sanción lo hizo por los cargos formulados y la resolución que por esta vía se impugna, se hizo cargo de las alegaciones vertidas en el recurso de reposición, dejando claro que los hechos que motivaron la sanción se contienen en la resolución originaria, la que no ha sido modificada, de modo que no hubo imputación de nuevos cargos.

En cuanto al supuesto cumplimiento de su obligación de control permanente de la calidad, refiere que ello no fue acreditado en el procedimiento, demostrando que ha perjudicado la fe pública de los usuarios que concurren a sus establecimientos con el objeto de adquirir combustible de una determinada calidad, sin que sea capaz de demostrar, a través de los procedimientos de control y demás exigencias legales que cumple con la normativa. 

En cuanto a la supuesta infracción al principio de legalidad y tipicidad, indica que no es efectivo por cuanto los cargos, infracción y sanción se sostienen en normas legales vigentes. 

Respecto de la pena, su falta de clasificación y falta de proporcionalidad, expresa que para su aplicación se ponderaron los elementos del artículo 16 de la Ley Nº 18.410. En cuanto a la gravedad de la sanción, refiere que el artículo 16A indica como infracción gravísima aquella que afecta la generalidad de los usuarios (Art. 15 Nº 3 y 4 de la Ley Nº 18.410) por lo que resulta evidente que la multa impuesta se condice con los hechos. Al incumplir con su obligación de control permanente, Abastible no puede asegurar que el gas licuado que distribuye en el país cumple con las especificaciones y tolerancias de las normas técnicas. Finaliza solicitando el rechazo del recurso, con costas.

Tercero: Que el presente recurso es uno de derecho, en que lo que corresponde a esta Corte  es revisar si en  la actuación y/o resolución impugnada la autoridad recurrida se ajustó o no a  la juridicidad que le es propia, y, en consecuencia, no  es una instancia de revisión de hechos, ni una de apelación, lo cual ha de tenerse presente a efectos de resolver  la acción deducida en estos autos.

Cuarto:  Que, examinados los antecedentes, aparece de éstos que la recurrente fue sancionada por las siguientes  infracciones: 

No contar con un laboratorio de ensayos adecuado  para analizar gas licuado de petróleo no habilitado para la verificación del total de los parámetros de análisis exigidos en las norma chilena Nº 72 y Nº 2115; y, 

No contar con registros de control permanente de la calidad de gas licuado de petróleo comercializado como combustible doméstico, industrial y comercial; calidad de gas licuado de petróleo comercializado como combustible automotriz; y calidad de gas licuado de petróleo para uso doméstico, industrial, comercial y automotriz distribuido y expendido en la Región Metropolitana. 

Obligaciones y deberes que se encuentran contemplados en los artículos 4º, 8 y 9  del Decreto Supremo Nº 132,  de 1979, del Ministerio de Minería. 

Y no desvirtuados dichos cargos, la actual recurrente fue sancionada en la forma ya consignada.

Quinto:  Que al aplicar la sanción la recurrida se sujetó a las reglas y facultades que le otorga su Ley Orgánica, N° 18.410, en particular sus artículos 2 y 3, que prescriben que su objeto es fiscalizar y supervigilar el cumplimiento de las disposiciones legales, reglamentarias y técnicas sobre generación, producción, almacenamiento, transporte y distribución de combustibles, líquidos, gas y electricidad, para verificar que la calidad de los servicios que se presten a los usuarios sea la señalada en dichas disposiciones…Encontrándose dentro de sus facultades las de carácter punitivo regladas en el Título IV de la ley, 
Y es del caso que  - conforme aparece de los antecedentes tenidos a la vista -  la empresa fiscalizada no logró desvirtuar los cargos que se le formularon en su oportunidad, sin que en el procedimiento esta Corte constate alguna infracción a las normas del debido proceso  (en el caso concreto, al Decreto N° 119, de 1989, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción y el Reglamento de Sanciones), ni a  algún principio propio de la  administración del Estado.

Sexto:  Que  sin perjuicio de lo  que se ha razonado, atendida la entidad de las faltas, y considerando excesiva la multa aplicada, este tribunal procederá a rebajar el monto de la sanción impuesta, al que va a indicarse a continuación. 

Y vistos además lo dispuesto en el artículo 19 de la Ley N° 18.410, se acoge el reclamo de ilegalidad interpuesto en estos autos por la empresa Abastible S.A. sólo en cuanto se rebaja la multa impuesta a ésta a 7 UTM.
Regístrese, comuníquese y archívese.

Redacción: Ministro Dobra Lusic.
N°  707- 2016.-

Pronunciada por la Primera Sala de la Corte de Apelaciones de Santiago, presidida por la ministro señora Dobra Lusic Nadal e integrada, además, por los ministros señor Guillermo de la Barra Dünner y señora Jenny Book Reyes. No firma la ministra señora Book, quien concurrió a la vista de la causa y al acuerdo, por encontrarse con permiso administrativo. 
Autoriza el (la) ministro de fe de esta Corte de Apelaciones. 

En Santiago, a diecisiete de agosto de dos mil dieciséis, notifiqué en secretaría por el estado diario la resolución precedente.

